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Vivir en sociedad implica un compromiso de todas y cada una de las 
personas, para hacer de ella una convivencia pacífica y armónica que nos permita 
superar los retos que las circunstancias del momento nos presentan, tales como 
desastres naturales, hambrunas debido a sequías, inundaciones, terremotos, etc. 
Sin embargo éstos no son los únicos retos que se pueden presentar en un núcleo 
social, también existen otros y muy importantes, tales como el bienestar colectivo; 
salud, educación, producción industrial y agroalimentaria, por sólo mencionar 
algunas. 

Para poder aspirar a alcanzar todas y cada una de las metas de la 
población, la sociedad debe organizarse y ello conlleva necesariamente un 
gobierno de autoridades que dirijan los esfuerzos ordenados de la sociedad hacia 
el bien común. 

Dichas autoridades deben estar legitimadas y regirse conforme a la norma 
suprema de cada Estado nación. En el caso de la República Mexicana, contamos 
con una Norma Suprema que divide al poder en tres, Poder Ejecutivo, Poder 
Legislativo y Poder Judicial.1 

Como es del conocimiento público, la democracia es la forma en que se 
elige a nuestros gobernantes de acuerdo a la voluntad de una mayoría simple que 
acude a las urnas a depositar su voto en libertad y secrecía. 

La paz social depende en gran parte del hecho de que dichas elecciones se 
realicen conforme a derecho para poder aspirar a llamarnos “Estado 
Constitucional de Derecho”. Es precisamente la rama del derecho electoral la que 
se encarga de velar por establecer con la debida anticipación reglas claras sobre 
la forma en que deberán organizarse las elecciones y las autoridades 
administrativas y jurisdiccionales, federales y locales, que participarán en la 
constatación y verificación del cumplimiento de dicha normativa electoral, llegando 
en no pocos casos incluso a sancionar a las personas físicas y morales 
responsables de causar violaciones a la ley electoral. 

De acuerdo con el Diccionario Electoral2: “(…) Los delitos son perseguidos 
por el derecho penal, en tanto que las faltas en materia electoral son, por regla 
general, resueltas por el derecho administrativo sancionador electoral o, en su 
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  Ver Artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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 DICCIONARIO ELECTORAL. 2003. Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos. Voz: Delitos 
Electorales. 



caso, por la justicia electoral en sentido estricto, a partir del modelo de la nulidad.” 
Tenemos entonces aquí la división entre el derecho penal y el administrativo 
sancionador electoral, sin embargo, comparten su naturaleza punitiva en el sentido 
de los principios que dan vida a ambas ramas cuya finalidad es prevenir y 
sancionar las conductas fuera de la normatividad. En este sentido: 

El delito es todo acto u omisión contrario a la ley, previsto y 
sancionado penalmente por la misma. Por su parte, los delitos 
electorales son aquellas acciones u omisiones que lesionan o 
ponen en peligro el adecuado desarrollo de la función electoral y 
atentan contra las características del voto, que debe ser universal, 
libre, directo, personal, secreto e intransferible, así como la equidad 
en la contienda.3 

Tenemos entonces que un delito electoral es aquél que lesiona o pone en peligro 
el adecuado desarrollo de la función electoral, atenta contra el voto y sus 
características, así como también atenta contra la equidad en la contienda 
electoral. Evidentemente la figura del delito electoral protege al sistema electoral 
de sus detractores. 

A continuación, se vierte el concepto de derecho administrativo sancionador 
electoral: 

El derecho administrativo sancionador electoral tiene como propósito 
castigar aquellas acciones u omisiones que ponen en riesgo los 
principios de certeza, legalidad, equidad y transparencia que rigen 
los procesos electorales. Comprende las normas que establecen el 
catálogo de infracciones o conductas ilegales, las sanciones que 
corresponden a cada una de ellas –normas sustantivas–, y los 
principios y procedimientos – normas adjetivas– que rigen su 
aplicación.4 

Sin embargo, esto no quiere decir que el derecho sancionador electoral 
carezca de garantías para los presuntos infractores de la norma electoral, en 
efecto, tan importante es la existencia de una norma que proteja al sistema, como 
la existencia de derechos que salvaguarden a los individuos que se vean 
envueltos en un procedimiento de tal gravedad. Veamos un ejemplo en el estado 
de Campeche: 

Artículo 4.- Respecto de los procedimientos sancionadores se estará 
a lo siguiente: 

  (…) 
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 Idem. El resaltado es agregado por quien esto escribe. 

4
 Ibidem. 



En el desarrollo y resolución de los procedimientos ordinarios y 
especiales regirá la presunción de inocencia mientras no exista 
prueba que demuestre su responsabilidad en la realización de actos 
que infrinjan la normatividad electoral.5 

La presunción de inocencia es uno de los principios del derecho penal, piedra 
angular de los derechos del imputado y también lo es, por analogía, en la materia 
sancionadora electoral; es por ello por lo que mientras no exista prueba que 
demuestre la responsabilidad de la persona sujeta a procedimiento, ésta debe 
presumirse inocente. 

…el derecho penal y el derecho administrativo sancionador (Rando, 
2010, pp. 69-75). Suele afirmarse que ambos son componentes de lo 
que doctrinalmente se conoce como “sistema sancionador 
constitucional”, de ahí que, mutatis mutandis, compartan los mismos 
principios jurídicos.6 

Esto quiere decir que si una persona pone en riesgo el principio de equidad en la 
contienda, y dicha conducta está comprendida en el catálogo de infracciones con 
su correspondiente sanción, además de que se le sigue el procedimiento previsto 
para la comprobación de la existencia del ilícito, así como de su grado de 
participación en la comisión de este, podemos entonces hablar de una adecuada 
tipificación en el caso concreto. Esto quiere decir que la labor de la 
individualización de la pena se ha realizado apegada a derecho. 

Ahora bien, a continuación hablaremos del modo honesto de vivir, mismo que: 
“…se refiere al comportamiento adecuado para hacer posible la vida civil del 
pueblo, por el acatamiento de deberes que imponen la condición de ser mexicano; 
en síntesis, quiere decir buen mexicano, y es un presupuesto para gozar de las 
prerrogativas inherentes a su calidad de ciudadano.”7 

De acuerdo a la Jurisprudencia 5/20228, es posible cancelar el registro de 
candidaturas de personas que, mediante sentencia firme de la autoridad 
jurisdiccional electoral, han perdido el modo honesto de vivir, por haber incurrido 
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en violencia política contra las mujeres en razón de género; debido a que éste, es 
decir, el modo honesto de vivir, es un requisito de elegibilidad. 

Al respecto puede consultarse el expediente SUP-REC-531/2018, en el que la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación decidió lo 
siguiente: 

Esta Sala Superior considera que, atendiendo a la interpretación 
sistemática, funcional y consecuencialista de la norma constitucional, 
el modo honesto de vivir, como requisito de elegibilidad, consiste en 
que, quien aspire a la reelección inmediata en un cargo público, 
en su actuar como servidor público debe respetar la prohibición 
de violencia política por razón de género.9 

En adelante, habrá de tenerse en cuenta que para salvaguardar los derechos 
humanos de las personas involucradas, en una cuestión como la que se aborda, 
es indispensable tener en cuenta y solicitar a la autoridad jurisdiccional la 
declaración correspondiente a la pérdida de la presunción del modo honesto de 
vivir, a la par de otras declaraciones verbigracia, violencia política en razón de 
género y acoso laboral. 

Puesto que en caso de carecer de dicha determinación, a través de sentencia 
jurisdiccional, será imposible para el solicitante obtener la cancelación de la 
candidatura de la persona sentenciada a través de una autoridad administrativa 
electoral como el INE y los organismos públicos locales electorales. 
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